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idéntico al ahora planteado-, contra la Sentencia de la
Sala de la Audiencia Territorial de Granada se interpuso
por el Colegio Oficial de Ayudantes Técnicos Sanitarios
y Diplomados de Enfermería de Málaga recurso de ape­
lación, que fue estimado por la Sala Tercera del Tribun,,1
Supremo. Por otra parte, no es difícil encontrar en la
jurisprudencia del Tribunal Supremo Sentencias que han
resuelto recursos de apelación interpuestos contra reso­
luciones que decidieron sobre recursos interpuestos con­
tra actos dictados por órganos de Colegios Profesionales
-o de sus Consejos Generales- en procesos electorales:
así, por ejemplo, las Sentencias de la Sala Tercera de
8 de febrero de 1990 (Sección Novena), de 31 de mayo
de 1991 (Sección Cuarta), de 29 de marzo de 1993
(Sección Séptima) o, de 15 de noviembre de 1995 (Sec­
ción Cuarta). .

Es cierto que tras la reforma operada por la Ley
10/1992, se ha restringido el ámbito de las Sentencias
que son susceptibles de recurso de casación; sin embar­
go, prima facie, no parece que la Sentencia objeto del
presente recurso pueda incardinarse en ninguno de los
supuestos que, según el arto 93,2 LJ.CA, están exclui­
dos del recurso de casación;,.es evidente que no se da
ninguna de las circunstancias previstas en las letras b),
c) y d) de ese precepto, y tampoco puede afirmarse
que estemos ante una cuestión de personal al servicio
de la Administración [letra a)]. De hecho, el examen de
la jurisprudencia del Tribunal Supremo recaída ya en
recursos de casación muestra que la Sala Tercera ha
admitido tales recursos en supuestos de elecciones a
órganos representativos de distintas entidades (así. Sen­
tencias de 18 de octubre de 1993 -Sección Cuarta-,
de 26 de septiembre de 1994 -Sección Séptima- o
de 15 de junio de 1995 -Sección Tercera-).

De cuanto acaba de exponerse se deduce que era
exigible que el recurrente hubiera intentado el recurso
de casación antes de acudir al amparo constitucional.
Es cierto que de manera constante hemos señalado que
los recursos que deben utilizarse para agotar la vía judi­
cial son los que sean razonablemente exigibles y que
cuando la determinación del recurso procedente requiere
un razonamiento excesivamente complejo no puede exi­
girse al ciudadano que supere esas dificultades de inter­
pretación (SSTC 29/1983,65/1985, 114/1986,
50/1990,142/1992 y 27/1994, entre otras muchas),
pero en el presente caso, no pueden apreciarse esas
especiales dificultades, por lo que era exigible la inter­
posición del recurso de casación. Como hemos señalado
en la STC 17/1995 al recurrente «para llegar a esta
sede constitucional le correspondía la carga, en su exacta
acepción jurídica, de intentar ese medio de impugna­
ción» de manera que «como presupuesto de este proceso
de amparo hubiera bastado la mera tentativa, al margen
de su viabilidad» ya que «no es el resultado lo impQtlanle
sino que se agoten todos los recurpos utilizables .dentro
ae la ,ío judicial f:7.-t. sean ordinariOS o extraordinarios,
pero permitan, en su caso, una reparación adecuada
de las lesiones de los derechos fundamentales que se
denuncian» (todos los entrecomillados corresponden al
fundamento jurídico 3.°).

4. Esta conclusión no se ve desvirtuada por el hecho
de que no se hiciera al recurrente la oporiuna indicación
de recursos, que de otra parte pudo solicitar. Como pone
de relieve el Ministerio Fiscal. es doctrina reiterada de
este Tribunal que tal indicación no constituye una parte
del contenido decisorio de la resolución notificada sino
una información al interesado quien, lógicamente, no
está obligado a seguirla y, en todo caso, su omisión
no exime de la interposición del recurso procedente
(SSTC 50/1987,142/1992,39/1993,70/1996) máxi-

me cuando, como en el presente caso, se está asistido
de Abogado (STC 67/1994). •

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir la demanda de amparo presentada por don
Juan Ramón Capilla L1isto.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciséis de septiembre de mil
novecientos noventa y seis.-José Gabaldón López.-Fer­
nando García-Mon y González Regueral.-Rafael de Men­
dizábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y
rubricados.

23112 Sala Segunda. Sentencia 140/1996, de 16
de septiembre de 1996. Recurso de amparo
3.274/1993. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Pontevedra desestimatoria
del recurso de apelación intentado. Supuesta
vulneración del derecho a utilizar los medios
de prueba pertinentes: indefensión imputable
al recurrente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente: don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer, y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la. siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo 3.274/93 interpuesto por
doña Rosa Padin Aba!. representada por el Procurador
don Antonio Barreiro-Meiro Barbero y bajo la dirección
del Letrado contra la Sentencia de 7 de octubre de 1993
de la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Pon­
tevedra, recaída en el rollo de apelación civil 30/93.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido P~neot"
el MaQlstrado d¡¡, FCiliU'I,9? 'SarClo IVlón y Gonza ez-Re­
gueraf;quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 6 de
noviembre de 1993, se interpuso el recurso de amparo
que se deja mencionado en el encabezamiento y que
se funda en los siguientes hechos:

a) Promovido por la ahora recurrente en amparo
el juicio de meflor cuantía 223/90, ante el Juzgado de
Primera Instancia núm. 1 de Cambados, la demandante
propuso, entre otras pruebas, la pericial de un Arquitecto
Técnico y de un Ingeniero Técnico Agrícola, en atención
a la naturaleza urbana y rústica de las fincas objeto de
la litis. El Juzgado estimó pertinente la pericial propuesta
y la admitió, ordenando la designación de los oportunos
peritos. No'obstante, uno de los peritos designados no



-------------------- ~ ..-~----~--

BOE núm~ 254. Suplemento Lunes 21 octubre 1996 13

aceptó el cargo. señalándose fecha para nueva desig­
nación; tampoco aceptó el cargo el otro perito y la actora
en el escrito de resumen de prueba. solicitó que por
el Juzgado se acordase para mejor proveer.

b) El Juzgado dictó Sentencia el 15 de diciembre
de 1992. estimando parcialmente la demanda y sin
haber acordado para mejor proveer la práctica de la prue­
ba pericial interesada.

cl Interpuesto recurso de apelación por la actora.
interesó. al amparo de los arts. 707 y 862~2.o L.E.'; ..
la práctica de la perie;',I. propuesta y admitida. Clero no
practicada. accediendo a ello la Audiencia~ Dr.signados
por la propia recurrente los peritos. se cr¡mprornetió.
y así consta en el acta. a que comparer ,el n ante la
Audiencia para aceptar ~l cargo '/ emitir los correspon­
dientes informes. No obstante. el Arquitecto Técnico no
emitió el dictamen y el Ingeniero Técnico Agricola no
aceptó el cargo. Acordado nuevo señalamiento. hubo
de suspenderse la diligencia por no haber sido citadas
las partes. sin que pudiera repetirse por finalizar en el
siguiente día -29 de junio de 1993- el período de
prueba.

Así las cosas. se señaló el día 6 de octubre de 1993
para el acto de la vista. En el escrito de instrucción de
la actora. de fecha 8 de septiembre de 1993. no hizo
alusión alguna en orden a la prueba pericial no prac­
ticada. limitándose a darse por instruida. Celebrada la
vista no consta en el acta (folio 63 del rollo de Sala)
petición alguna de la actora y apelante en orden a la
prueba pericial no practicada. si bien. según afirma en
la demanda de amparo con apoyo en la propia Sentencia.
solicitó su práctica como diligencia para mejor proveer.

d) Lá Sección Tercera de la Audiencia Provincial de
Pontevedra dictó la Sentencia de 7 de octubre de 1993
que ahora se reCUrre en amparo. en la que se desestima
el recurso y se confirma íntegramente la Sentencia de
instancia. Entre otros fundamentos. en el tercero se dice
lo siguiente; «... e igual suerte desestimatoria debe COrrer
el pedimento relativo a la atribución de un despropor­
cionado valor de las fincas [ ...l. pues no existe prueba
alguna de tal pretensión. y en cuanto a 'las mejoras y
obras realizadas. también debe descartarse tal petición.
al no existir una prueba pericial. que acredite tales extre­
mos. sin que proceda. por otra parte. sustituir la inac­
tividad de la parte. con arreglo a lo dispuesto en el arto
1.214 del Código Civil. con una prueba de oficio. para
mejor proveer. como se solicita».

2. La demanda funda su queja de amparo en la
vulneración del derecho a utilizar los medios de prueba
pertinentes para la propia defensa que se reconoce en
el art. 24.2 CE. y que. a juicio de la recurrente. se habría
producido al no haberse practicado la prueba pericial
del Arquitecto Técnico y del Ingeniero Técnico Agrícola.
propuesta y admitida tanto en la primera como en la
segunda instancia. por causas no imputables a la deman­
dante del amparo que hizo todo lo posible para que
la misma se realizase. lo que le causó una evidente inde­
fensión desde el momento en que la propia Sentencia
de apelación desestima parte de las pretensiones ejer­
citadas en la demanda en atención a la falta de una
prueba pericial que acredite los extremos alegados.

3. Por providencia de 21 de marzo de 1994. la Sec­
ción Cuarta acordó admitir a trámite el presente recurso
y tener por parte al Procurador comparecido en nombre
de la recurrente y. de conformidad con el art. 51 LOTC.
requirió al Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Cam­
bados y a la Sección Tercera de la Audiencia Provincial
de Pontevedra para que remitiesen testimonio de los
autos del juicio de menor cuantía 223/90 y del rollo
de apelación 30/93; interesando al propio tiempo el

emplazamiento de cuantos fueron parte en el proceso
judicial antecedente. con excepción de la recurrente.
para que pudieran comparecer en esté proceso cons­
titucional en el plazo de diez días.

4. Por providencia de 6 de junio de 1994. se acordó
tener por recibidas las actuaciones solicitadas y dar vista
de las mismas al recurrente y al Ministerio Fiscal para
que en el plazo común de veinte días pudieran presentar
las alegaciones que estimaran procedentes.

5. La recurrente no presentó alegaciones y el Minis­
terio Fiscal. por su parte. mediante escrito registrado
el 1 de julio de 1994. interesó la desestimación del ampa­
ro. A su juicio. la recurrente pretende justificar la violación
de su derecho a la prueba en el hecho de que la Audien­
cia no acordó la prueba propuesta como diligencia para
mejor proveer. Sin embargo. atendida la naturaleza de
las diligencias para mejor proveer éstas vienen a ser
una limitación. o. si se quiere. una excepción al principio
dispositivo que rige en el proceso civil y que se traduce
en que es a las partes a quienes corresponde presentar
y solicitar las pruebas que consideren procedentes. por
lo quena sirve para suplir la inactividad de las partes
la facultad que al juzgador otorga el art. 340 LEC.

En el caso de autos nos encontramos con que la
recurrente en la demanda de amparo insiste reiterada­
mente en la importancia que tenía para sus intereses
la práctica de la prueba pericial de un Ingeniero Agró­
nomo y de un Arquitecto. Sin embargo. si examinamos
su conducta procesal y nos atenemos para ello a su
propio relato. y a lo que consta en las actuaciones. nos
encontramos con una pasividad o negligencia en relación
a la utilización de todos los medios procedimentales que
tenía a su disposición para lograr la práctica de aquella
prueba. Prefiere adoptar una postura pasiva y esperar
que los órganos judiciales ejerciten su arbitrio a favor
de su interés. acordando aquélla como diligencia para
mejor proveer. y como no lo hacen así entiende vul­
nerado su derecho a la prueba. En primera instancia.
cuando se producen dificultades para la designación de
los peritos interesa que se acuerde para mejor proveer.
Ante la Audiencia pedirá el recibimiento a prueba inte­
resando la práctica de la mencionada. y también aqui
cuando surgen dificultades para la designación de un
perito y nada resuelve la Audiencia sobre esta cuestión.
continuando la tramitación. nada hace. confiando en que
el Tribunal acuerde para mejor proveer la práctica de
la prueba. Cuando se le da traslado para instrucción para
la vista se da simplemente por instruida en escrito de
8 de septiembre de 1993 y nada dice. Confía en las
manifestaciones. según dice en la demanda. de un anó­
nimo funcionario judicial y en una nota informal adherida
al rollo. La recurrente desconoce la naturaleza de las
diligencias para mejor proveer y parece pretender. en
contra de la doctrina del Tribunal Constitucional. un dere­
cho subjetivo a la práctica de las mismas. Si no existe
tal derecho debió instar. si consideraba tan importante
para sus intereses la prueba pericial. su práctica. uti­
lizando todos los medios procesales. Contrariamente a
ello adopta una actitud poco diligente y después. cuando
la resolución firme y definitiva no da acogida a todas
sus pretensiones. impugna dicha resolución. aduciendo
vulneración de un derecho a la prueba que no quiso
o no supo ejercitar debidamente en el curso del proceso.

Por otra parte. la demandante en amparo. no obstante
declarar insistentemente que las tan mencionadas prue­
bas periciales era para ella de especial interés. no ha
probado su trascendencia en el fallo. Por todo ello el
Ministerio Fiscal solicita la desestimación del recurso de
amparo.
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6. Por providencia de 12 de septiembre de 1996
se señaló para la deliberación y volación de la presente
Sentencia el día 16 siguiente del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El recurso de amparo interpuesto contra la Sen­
tencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra de 7
de octubre de 1993 que, desestimando la apelación for­
mulada por la recurrente, confirmó la Sentencia apelada
de fecha 15 de diciembre de 1992, dictada por el Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Cambados, tiene
por objeto dilucidar si la actuación de los citados órganos
judiciales, al no haber acordado como diligencia para
mejor proveer la prueba pericial que, admitida y decla­
rada pertinente.en ambas instancias, no pudo practicarse
en ninguna de ellas por causas no imputables a la actora,
ha vulnerado su derecho a utilizar los medios de prueba
pertinentes que se reconoce en el art. 24.2 C.E., cau­
sando a la misma la indefensión proscrita en el núm. 1
de dicho precepto.

No se trata, pues, de combatir la denegación o la
inadmisión de una prueba, decisiva para la resolución
del pleito, sino de reparar la indefensión que, según la
recurrente, se le ha causado por el hecho de que, una
vez admitida y declarada procedente, no se haya podido
practicar durante la sustanciación del proceso y no hayan
atendido los órganos judiciales, y más concretamente
la Audiencia Provincial de Pontevedra, su petición de
que se llevara a efecto como diligencia para mejor
proveer.

2. Antes de examinar lo que resulta de las actua­
ciones judiciales en orden a las pruebas periciales a que
se contrae el recurso y de analizar la conducta procesal
de la recurrente respecto a la práctica de la citada prueba,
conviene recordar sucintamente la doctrina de este Tri­
bunal. tanto en lo relativo a la indefensión para que pueda
ser apreciada con dimensión constitucional para fundar
un recurso de amparo como en lo concerniente, con­
cretamente, a si tal situación de indefensión puede ser
imputada a los órganos judiciales cuando no utilicen la
facultad que les otorga el arto 340 L.E.C.

a) En reiteradas Sentencias ha declarado este Tri­
bunal que el concepto de indefensión con relevancia
constitucional no coincide necesariamente can cualquier
indefensión de carácter meramente procesal. ni menos
todavía puede equipararse la indefensión con dimensión
constitucional con alguna infracción de normas proce­
sales que los órganos judiciales puedan cometer. Para
que la indefensión alcance la dimensión constitucional
que le atribuye el arto 24.2 C.E... se requiere, en los
supuestos como el ahora planteado, que los órganos
judiciales hayan impedido u obstaculizado en el proceso
el derecho de las partes a ejercitar su facultad de alegar
y justificar sus pretensiones para que le sean recono­
cidas. En este sentido SSTC 70/1984, 48 Y 89/1986
y 98/1987, entre otras muchas.

b) En relación con la facultad que a los Jueces y
Tribunales otorga el art. 340 de la L.E.C.. de acordar
después de la vista o de la citación para Sentencia, y
antes de pronunciar el fallo, determinadas diligencias
para mejor proveer, hemos declarado reiteradamente
que ni otorgan derecho subjetivo alguno a las partes
pues se configuran como una potestad de los órganos
judiciales -«podrán acordar» dice literalmente el pre­
cepto-, ni «puede estimarse como consecuencia nece­
saria del art. 24 C.E. que la práctica de tales diligencias
haya de realizarse, en los procesos gobernados por el
principio dispositivo, pues ello los convertiría en un nuevo
y extemporáneo plazo de prueba» (STC 98/1987).

3. Examinadas detenidamente las actuaciones de
primera instancia y las realizadas en el rollo de la ape­
lación, resulta de ellas en lo sustancial a los efectos
debatidos, lo siguiente: En primera instancia que, efec­
tivamente, se solicitó por la actora prueba pericial de
un Ingeniero Técnico Agrícola y de un Arquitecto Téc­
nico, para acreditar con sus respectivos informes la des­
proporción de la valoración de las fincas rústicas tenidas
en cuenta en la partición hereditaria impughada en el
proceso y la valoración de las obras de mejora realizadas
a S~ costa por la actora y su esposo, en las fincas urbanas;
que la prueba fue admitida y declarada pertinente por
el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Cambados
y que, realizada la designación de los peritos, ninguno
de ellos ac"ptó el cargo y por esta circunstancia no pudo
practicarse la prueba durante el período probatorio; que
en trámite de conclusiones, si bien la actora solicitó en
su escrito de 23 de octubre de 1992 que por el Juzgado
se acordase para mejor proveer la práctica de la prueba
pericial. no hizo en él protesta alguna de la indefensión
que en otro caso se le produciría sino que, por el con­
trario, razonó en sus conclusiones que habían quedado
acreditados los hechos que servían de base a sus
pretensiones.

En el rollo de la apelación consta el escrito de la
actora y apelante, solicitand.o el recibimiento a prueba
en segunda instancia y así fue acordado por la Audiencia
Provincial por Auto de 4 de junio de 1993, en el que
se hizo el oportuno señalamiento para la comparecencia
de las partes a efectos de la designación de los peritos.
En el acta de 8 de junio de 1993 la representación
procesal de la actora hizo la designación de los peritos
y se comprometió, por ser de su nombramiento, «a darles
aviso para su comparecencia ante el Tribunal para acep­
tar el cargo»; pese a ello el Arquitecto Técnico no emitió
el informe, y el Ingeniero Técnico Agrícola no aceptó
el encargo; y, acordado un nuevo señalamiento por la
Audiencia para la nueva designación de ese perito, tuvo
que suspenderse -diligencia de 28 de junio de 1993­
por no haber sido citadas las partes. Ninguna reacción
frente a esa irregularidad procesal adoptó la recurrente
quien en su esprito de instrucción, de fecha 8 de sep­
tiembre de 1993, se limitó a darse por instruida sin hacer
la más mínima alusión a la prueba pericial no practicada
y tampoco consta que en el acto de la vista de la ape­
lación, hiciera protesta alguna al respecto, limitándose
al parecer, pues no. consta en el acta pero se desprende
del fundamento tercero de la resolución impugnada [re­
producido en el antecedente 1.d) de esta Sentencia).
a solicitar su práctica como diligencia para mejor proveer.
No lo estimó así la Audiencia por lo razonado en dicho
fundamento «...sin que proceda sustituir la inactividad
de la parte, con arreglo al arto 1.214 del Código Civil,
con una prueba de oficio, para mejorproveer, como Se
solicitan.

4. Pues bien, de relacionar la doctrina expuesta en
el fundamento segundo con las actuaciones del proceso,
en una y otra instancia, y con la conducta procesal de
la recurrente, recogida en el fundamento precedente,
resulta clara la improcedencia del amparo solicitado. Por­
que no se acredita, ni siquiera se alega, que la inde­
fensión denunciada fuera motivada por impedimentos
u obstáoulos de las resoluciones judiciales, sino que, por
el contrario, tanto el Juzgado como la Audiencia acce­
dieron respecto de la prueba pericial. a todo lo solicitado
por la recurrente durante la tramitación del proceso; y
porque la facultad de aquéllos para acordar o no lo soli­
citado para mejor proveer, no puede fundar un recurso
de amparo por no derivarse del art. 340 de la L.E.C..
derecho subjetivo alguno para las partes.

Si el juzgador no hizo uso del art. 340 de la L.E.C.,
y si, además, aunque no estaba obligado a ello, fun-
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damentó el motivo de no hacerlo como se razona en
la Sentencia impugnada (fundamento jurídico tercero),
podrá o no compartirse su criterio pero no imponerle
por este Tribunal uno diferente, convirtiendo en deber
lo que la LEC. configura como facultad. En todo caso
conviene recordar una vez más que las garantías reco­
nocidas en el art. 24 C.E. están establecidas para ambas
partes en el proceso y a ello parece responder lo que,
argumentado por la Sentencia impugnada, sirve de sus­
tento a este recurso.

y si a ello se añade que fue la conducta de los peritos
designados por la propia recurrente la que motivó que
no pudiera practicarse la prueba dentro del período pro­
batorio en una y otra instancia, forzoso será concluir
que la vulneración denunciada no es imputable, en mane­
ra alguna, a los órganos judiciales como exige el
art. 44.1 b) de nuestra Ley Orgánica, sino a la elección
de los peritos que hizo la propia recurrente y a su pasi­
vidad frente a la inactividad de los mismos que no corres­
pondía suplir a la Sala.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
OE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciséis de septiembre de mi~

novecientos noventa y seis.-José Gabaldón Lórez.-Fer­
nando García-Mon y González-Regueral.-Rafael de l\1en­
dizábal Allende.-Julio Diego González Campo:·.-Carles
Vives Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Fimados y
rubricados.

23113 Sala Segunda. Sentencia 141/1996, de 16
de septiembre de 1996. Recurso de amparo
3.409/1993. Contra Resoluciones dictadas
por el Tribunal Económico-Administrativo
Regional de Andalucía confirmadas por Sen­
tencia dictada por la Sala de lo Contencio­
so-Administrativo del T.S.J. de Andalucía, con
sede en Granada, en relación con liquidacio­
nes. Supuesta vulneración de los principios
de igualdad V de legalidad: constitucionalidad
del art. 61.2 L.G. T. Voto particular.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.409/Q3, interpuesto
por don Manuel Escámez Morales y doña Angeles Martin
Rodríguez, a quienes representa el Procurador de los
Tribunales don Victoria Venturini Medina y asiste la Letra-

da doña Pura Fernández Vizcaíno, contra las Resolucio­
nes dictadas por el Tribunal Económico Administrativo
Regional de Andalucía en los expedientes núms. 143,
144, 145 Y 146 de 1990, confirmadas por la Sala de
lo Contencioso-Administrativo, con sede en Granada, del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía en la Sen­
tencia que pronunció el 25 de octubre de 1993. Han
comparecido el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado
en la representación y defensa que le son propias, siendo
Ponente el Magistrado don Rafael de Mendizábal Allen­
de, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El Procurador de los Tribunales don Victoria Ven­
turini Medira, en nombre de don Manuel Escámez Mora­
les y doña Angeles Martín Rodríguez, interpuso el recurso
de amparo de que se hace mérito en el encabezamiento
mediante escrito presentado el 17 de noviembre
de 1993, donde nos dice que el 7 de febrero de 1989
sus representados formularon declaraciones comple­
mentarias por el Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas de los ejercicios 1984 a 1987, ambos inclusive,
como consecuencia de la incorporación en los mismos
de determinados rendimientos del capital mobiliario (<<se­
guros de prima única»). Como consecuencia de dichas
declaraciones complementarias, la Delegación de
Hacienda de Almería practicó las correspondientes liqui­
daciones de intereses de demora, aplicando lo dispuesto
en el 3rt. 61.2 de la Ley General Tributaria. Estas liqui­
daciones diera I origen a las reclamaciones económico­
administrativas cuyas desestimaciones fueron confirma­
das por la Sala de lo Contencioso'Administrativo, con
sede en Granada, del TribuClat Superior de Justicia de
Andalucía en Sentencia de· 25 de octubre de 1993.

Los recurrent, s sustentaron su pretensión de amparo
en la pendencia ante este Tribunal de determinados pro­
cesas en los que se cuestionaba la constitucionalidad
del arto 61 .2 de la General Tributaria. desde la perspectiva
del art. 14 C.E. Argumentar que la propia Sentencia
del Tribunal Superior de Justi ;ia de Andalucia reconoce
que la declaración de i' ,constitucionalidad de aquél haría
validas sus pretensiones respecto de la imposibilidad
material de la Administración de practicar liquidación
alguna por intereses de demora. Los intereses de demora
que se encuentran en la base del recurso de amparo
tienen que determinarse por referencia a una deuda líqui­
da. Si tal deuda, manifestada en las declaraciones com­
plementarias, no era líquida por la declaración de incons­
titucionalidad de los parámetros que servían para su
determinación, no procede liquidación de intereses algu­
na. En el peor de los supuestos, la determinación de
los intereses, dado que se practicó con posteri06dad
a la Ley 20/1989, debió someterse a los preceptos de
ésta y, en concreto, la Administración debió requerir a
los actores para que señalaran el criterio al que se aco­
gían en la liquidación del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas y, desde ese momento, surgiria la
liquidez de la deuda y procedería el pago de intereses.
Lo contrario supone una manifiesta transgresión de lo
preceptuado en el art. 25 C.E.

Concluyen su alegato solicitando que, otorgando el
amparo que interesan, sea dictada Sentencia anulando
las liquidaciones tributarias impugnadas y declarando
la imposibilidad de la Administración Tributaria para prac­
ticar liquidación por intereses de demora. También pidie­
ron que, entre tanto, fuera decretada la suspensión de
la ejecución de las resoluciones combatidas.

2. La Sección Tercera, en providencia de 18 de abril
de 1994, decidió admitir a trámite la demanda y recabar
del Tribunal Económico Administrativo Regional de
Andalucia (Sala de Granada) y de la Sala de lo Con-


